
Rancagua, diecis is de septiembre de dos mil diecinueve.é

VISTOS:

Con fecha 22 de julio de 2019, comparece Hern n Rodrigo Romeroá  

Meza,  abogado,  actuando  en  representaci n  de  don  ADOLFOó  

FRANCISCO  BARRIENTOS  V SQUEZ,  quien  de  acuerdo  con  loÁ  

dispuesto en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica y elí ó í ú  

Auto Acordado sobre Tramitaci n y Fallo del Recurso de Protecci n de lasó ó  

Garant as Constitucionales,  interpuso recurso de protecci n en contra deí ó  

SISTEMA  NACIONAL  DE  COMUNICACI N  FINANCIERA  S.A.,Ó  

sociedad an nima del giro de su denominaci n, representada legalmente poró ó  

su  Gerente  General  don  Fernando  Andr s  Contardo  D az-Mu oz,  poré í ñ  

vulneraci n  a  su  derecho  contenido  en  el  art culo  19  N  4  de  laó í °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, esto es, violaci n a la honra por parteó í ú ó  

del recurrido que a su vez le ha provocado un da o enorme e irreparable alñ  

no  poder  solicitar  un  cr dito  de  consumo  o  abrir  cuenta  corriente  ené  

ninguna instituci n bancaria debido a que el recurrido informa deudas noó  

morosas,  adem s de la  negativa a eliminar  esos  registros  de su base deá  

datos.

Refiri  que la recurrida actualmente est  informando una deuda deló á  

recurrente, que no est  morosa por $12.525.000.-, la que ser a totalmenteá í  

falsa ya que corresponder a a una deuda por Cr dito con Aval del Estado,í é  

por un monto de 93,0325 U.F, dichos montos se los informa a los bancos 

desde diciembre de 2017 a la fecha de hoy, agregando como antecedente 

previo a este recurso, que con fecha de 05 de julio de 2019, en virtud de 

una sentencia judicial reca da en el recurso de protecci n causa Rol: Prot-í ó

2147-2019 de esta Corte, se declar  ilegal y arbitrario el actuar del Bancoó  

Ita  Corpbanca S.A.  al  informar  una deuda no vencida a  la  recurrida,ú  

infringiendo los art culos 9 y 17 de la Ley N  19.628, vulner ndose con elloí ° á  

el art culo 19 N  4 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, toda vez queí ° ó í ú  

no se ha respetado su derecho constitucional a la protecci n de la vidaó  

privada, conden ndolo a eliminar de los registros de SINACOFI S.A. ahoraá  

recurrida,  todo  registro  de  aquella  deuda,  lo  que  a  la  fecha  no  se  ha 
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cumplido, de lo que se enter  cuando concurri  a Banco Falabella S.A. yó ó  

este le inform  que todav a aparece aquella deuda, considerando as  que eló í í  

actuar de la recurrida ha constituido un acto arbitrario e ilegal al no dar 

respuesta sobre el requerimiento que le hiciera en orden a la eliminaci n deó  

antecedentes  de sus  registros  y  con esto,  ante  una eventual  negativa  de 

borrar de todo registro dicha deuda la cual no se encuentra morosa.

Finaliz  solicitando se acoja la  presente  acci n,  declarando que seó ó  

debe restablecer el  imperio del  derecho, y ordenando eliminar de forma 

inmediata  la  deuda  referida  en  estos  autos  de  todos  sus  registros 

inform ticos, con expresa condenaci n en costas.á ó

Con  fecha  12  de  agosto  del  a o  en  curso,  inform  la  recurridañ ó  

se alando en primer t rmino, que la base, registro o banco de datos a señ é  

refiere el recurrente corresponde a informaci n que no es de propiedad deó  

la  recurrida,  y  a  la  cual  la  propia  ley  reconoce  como  de  naturaleza 

confidencial,  y  para  uso  exclusivo  de  los  bancos  (al  punto  que  su 

comunicaci n est  penalmente sancionada), y respecto de la cual Sinacofió á  

ninguna atribuci n ni facultad o competencia tiene respecto a la toma deó  

decisiones relacionadas con el tratamiento de los datos de car cter personalá  

all  contenidos.  Luego, que el  art culo 16 de la Ley 19.628 consagra laí í  

acci n  de  amparo  denominada  Habeas  Data  que  contempla  unó “ ”  

procedimiento especial y espec fico dispuesto por el legislador para asegurarí  

el ejercicio de los derechos que la misma Ley 19.628 reconoce a los titulares 

de datos personales, que asegura la bilateralidad de la audiencia y permite 

al  juez  formarse convicci n,  a trav s  de los  correspondientes  medios  deó é  

prueba, acerca del hecho de si una determinada forma de tratamiento de 

datos se ajusta o no a las exigencias legales pertinentes y que en la especie, 

el recurrente jam s ha ejercido ninguno de los arbitrios administrativos niá  

jurisdiccionales que le franquea la Ley 19.628 para tal efecto, de manera 

que el recurso de protecci n se estar a utilizando como un mero sustitutoó í  

procesal  de  acciones  judiciales  ordinarias,  establecidas  en procedimientos 

espec ficos y reglados, que la legislaci n contempla en forma expresa paraí ó  

cautelar  los  derechos  del  recurrente  y  que  mediante  ellos  se  protegen 
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suficientemente  los  derechos  que  se  dicen  conculcados,  por  lo  que  esta 

acci n no es la v a id nea para resolver este reclamo, raz n por la cual eló í ó ó  

presente recurso debe ser rechazado.

En  segundo  lugar,  manifest  que  tal  y  como  se  acredita  con  eló  

informe  comercial  emitido  por  la  empresa  recurrida,  en  el  cual  se 

comprende la totalidad de los registros o bancos de datos de su propiedad 

referidos  al  incumplimiento  de  obligaciones  econ micas,  bancarias,ó  

financieras o comerciales a que se refiere el art culo 17 de la Ley 19.628, aí  

esta fecha Sinacofi no est  comunicando, en sus bases o registros, los datos aá  

que se refiere el actor en el presente recurso,por lo que en consecuencia, el 

hecho en el cual se funda el presente recurso es, a su respecto, inexistente y 

que,  seg n  se  constata  al  revisar  los  antecedentes  acompa ados  por  elú ñ  

propio  recurrente,  la  que  l  califica  como  deuda  totalmente  falsa  poré  

$12.525.000.-  se  advierte  que  la  informaci n contenida en el  Estado deó  

Deudores  est  reflejada  como  una  obligaci n  vigente,  no  como  unaá ó  

morosidad u obligaci n incumplida, agregando que la informaci n contraó ó  

cuya  comunicaci n  se  dirige  el  presente  arbitrio  es  informaci n  que  esó ó  

tratada de  manera  reservada entre  los  bancos  por  expreso mandato del 

art culo  14  de  la  Ley  General  de  Bancos,  norma  que  por  su  car cterí á  

especial prima por sobre la ley 19.628.

Explic  que la recurrida es propietaria y administradora de un sistemaó  

automatizado  para  el  tratamiento  y  procesamiento  de  informaci n  bajoó  

especiales  condiciones  de  seguridad  y  control.  Para  cumplir  su  objetivo, 

SINACOFI  ha  desarrollado  y  administra  un  sistema  computacional  de 

comunicaciones  financieras  que  permite  el  intercambio  automatizado  de 

mensajes  entre  los  distintos  usuarios  de  este,  pero  que  sin  embargo,  la 

recurrida no interviene ni altera de manera alguna dicha informaci n, todaó  

vez que esta es confidencial y de uso exclusivo de los Bancos, sus leg timosí  

propietarios.  En  consecuencia,  la  totalidad  de  los  bancos  se  encuentra 

legalmente obligados a enviar, en forma mensual y a trav s de la red deé  

Sinacofi,  los archivos electr nicos con la informaci n a que se refiere  eló ó  

art culo  14  de  la  Ley  General  de  Bancos  y  que,  una  vez  recibida  laí  
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informaci n,  es  la  propia  SBIF  la  entidad  que,  por  su  cuenta  y  enó  

cumplimiento  de  su  propio  mandato  legal,  efect a  el  tratamiento  de  laú  

informaci n  recibida  y  genera  el  archivo  denominado  "Consolidado  deó  

Deudores del Sistema Financiero", que no es otra cosa sino la base de datos 

normalmente  conocida  como  Estado  de  Deudores  o  "Deudores  del“ ”  

Sistema Financiero" (DSF), sin que a la recurrida le quepa ni le haya cabido 

en todo este proceso ninguna participaci n distinta de proveer de la redó  

electr nica a trav s  de la  cual  circula esta informaci n (en este  sentido,ó é ó  

Sinacofi act a simplemente como el cartero que lleva la correspondencia deú  

un  lugar  a  otro,  cartero  a  quien  no  parece  razonable  juzgar  por  el 

contenido de esas comunicaci n), a adiendo que tampoco tiene SINACOFIó ñ  

ninguna injerencia en las decisiones que, una vez recibido el archivo de 

parte de la Superintendencia, cada uno de los bancos pueda adoptar con 

respecto al uso que har  de esta informaci n. Que as ,  dada la especialá ó í  

naturaleza de la base de datos en cuesti n (el archivo denominado Estadoó  

de Deudores), la recurrida se encuentra impedida de realizar ninguna acci nó  

que  implique  o  pueda  implicar  una  alteraci n,  modificaci n,  adici n  oó ó ó  

eliminaci n,  cualquiera  que  ella  sea,  al  contenido  de  la  informaci n,ó ó  

independiente de la entidad o cuant a de la misma pues dichas decisionesí  

competen, nica y exclusivamente, a la Comisi n de Mercados Financierosú ó  

y/o a los propietarios del archivo respectivo, esto es, cada uno de los bancos 

receptores de la informaci n.ó

Finaliz  solicitando que en m rito de lo expuesto se rechace en todasó é  

sus  partes  el  recurso  de  protecci n  interpuesto  en  contra  de  Sistemaó  

Nacional de Comunicaciones Financieras S.A., con costas.

Con  fecha  04  de  septiembre  de  2019,  a  solicitud  de  esta  Corte, 

inform  banco Ita  S.A. quien inform  que el recurrente actualmente noó ú ó  

figura como moroso en sus registros internos. Con la misma fecha informó 

Banco Scotiabank S.A. quien indic  que el recurrente no es ni ha sido suó  

cliente, por lo que no ha tenido productos vigentes con ella, que le generen 

morosidad.
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Luego, con fecha 05 de septiembre del a o en curso, informando lañ  

Comisi n  para  el  Mercado  Financiero,  manifest  que  confecciona  eló ó  

denominado Estado de Deudores , que contiene informaci n a una fecha“ ” ó  

determinada  (en  forma  mensual)  y  que  se  pone  a  disposici n  de  lasó  

instituciones fiscalizadas informantes para su uso exclusivo, que cabe se alarñ  

que  la  informaci n  remitida  a  la  CMF por  las  instituciones  financieras,ó  

indica  el  estado  de  las  deudas  en  un mes  determinado  respecto  de  un 

deudor,  siendo  el  contenido  de  la  informaci n  enviada  de  su  exclusivaó  

responsabilidad, limit ndose esta Comisi n s lo a refundir la informaci ná ó ó ó  

proporcionada, en consecuencia, la mantenci n permanente y actualizadaó  

del Estado de Deudores es una obligaci n legal en la que la CMF s lo seó ó  

limita a consolidar la informaci n que le env an las propias institucionesó í  

financieras  fiscalizadas  para  ponerla  luego  a  disposici n  de  los  propiosó  

informantes. As , la Comisi n no puede decidir respecto a la inclusi n oí ó ó  

exclusi n ni eliminar de propia iniciativa la informaci n de deudores, yaó ó  

que en tal caso estar a incumpliendo el mandato otorgado por la ley deí  

poner a disposici n del resto de la banca los antecedentes que ha recibido.ó  

Por lo tanto, la responsabilidad de la veracidad del contenido del Estado de 

Deudores  ser  de  quien  la  proporciona,  tal  como  aparece  literalmenteá  

se alado en el N 2.2 del Cap tulo 18-5 de la Recopilaci n Actualizada deñ ° í ó  

Normas. Luego agreg  que las instituciones financieras obligadas a informaró  

en  el  Estado  de  Deudores  efectivamente  deben  reportar  los  cr ditosé  

universitarios  no  desembolsados  que  otorguen  al  amparo  de  la  Ley  N° 

20.027, en calidad de los denominados cr ditos contingentes . “ é ”

Se al  finalmente que, tras haberse consultado el Estado de Deudoresñ ó  

referido  al  d a  31  de  julio  pasado,  la  deuda  reportada  como  cr ditosí “ é  

contingentes  respecto al recurrente no asciende a $12.525.000.- como ste” é  

se ala  en  su  libelo,  sino  que  corresponde  a  una  cifra  menor  seg n  loñ ú  

consignado en el informe de deudas del recurrente, que adjunt .ó

Acompa aron las partes documentos, los que se encuentran agregadosñ  

a la causa.

Se trajeron los autos en relaci n.ó
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CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:

1  ° Que para analizar el asunto planteado por la presente v a, resultaí  

conveniente  consignar  que  el  Recurso  de  Protecci n  de  Garant asó í  

Constitucionales, establecido en el art culo 20 de la Constituci n Pol tica deí ó í  

La Rep blica, constituye jur dicamente una acci n, destinada a amparar elú í ó  

libre ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que en esa mismaí  

disposici n se enumeran, mediante la adopci n de medidas de resguardoó ó  

que se deben tomar ante un acto u omisi n arbitrario o ilegal que prive, oó  

amenace ese atributo.

2° Que  es  requisito  indispensable  de  la  acci n  de  protecci n,  laó ó  

existencia de un acto u omisi n ilegal, esto es, contrario a la ley o arbitrario,ó  

producto del mero capricho de qui n incurre en l y que provoque algunasé é  

de las situaciones o efectos que se han indicado, afectando a una o m s deá  

las garant as -preexistentes- protegidas, consideraci n que resulta b sica paraí ó á  

el examen y la decisi n de cualquier recurso como el que se ha interpuesto.ó

3° Que, cabe reflexionar, a la luz de lo reci n expuesto, que en estaé  

materia es relevante la existencia de un conflicto de orden constitucional 

que amerite adoptar medidas de protecci n urgentes en defensa de quienó  

dice ver afectado sus derechos por un acto ilegal y/o arbitrario.

4° Que, en primer lugar, ha de asentarse que la existencia de una 

normativa  especial  que  reconozca  el  ejercicio  de  acciones  de  orden 

jurisdiccional, no es bice para intentar este recurso de orden constitucional,ó  

por cuanto el constituyente en el art culo 20 dispone que es sin perjuicio deí “  

los dem s derechos que pueda hacer valer ante la autoridad o los tribunalesá  

correspondientes .”

5º Que del documento acompa ado por la Comisi n para el Mercadoñ ó  

Financiero, se observa que al 31 de julio de 2019, el recurrente no registra 

deuda alguna que aparezca calificada como morosa , de suerte que no“ ”  

existe  medida  urgente  de  cautela  que  adoptar  en  su  favor,  desde  que 

precisamente el objeto perseguido a trav s de este arbitrio radicaba, en queé  

la supuesta informaci n de tener una obligaci n impaga, pero no morosa,ó ó  
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fuera eliminada del  Sistema de la  recurrida,  haciendo presente  que s loó  

aparecen en dicho documento las deudas que actualmente mantiene con 

diversas  entidades,  pero  con car cter  de  deudas  directas  y  vigentes ,á “ ” “ ”  

apareciendo en blanco todos los casilleros destinados a la consignaci n deó  

deuda morosa .“ ”

6° Que aun estimando que lo anterior es suficiente para rechazar el 

recurso intentado, es del caso anotar que de conformidad a lo que dispone 

el art culo 14, inciso tercero, de la Ley General de Bancos -como tambi n loí é  

reconoce la Comisi n para el  Mercado Financiero en su informe- dichoó  

organismo tiene la obligaci n legal de mantener informaci n permanente yó ó  

refundida sobre los deudores de los bancos para el uso de las instituciones 

financieras sometidas a su fiscalizaci n. En funci n de ello el rgano deó ó ó  

control solicita a dichas entidades informaci n respecto de sus deudores conó  

periodicidad mensual,  conforme a pautas  precisas,  impartiendo para ello 

instrucciones  de  car cter  general.  La  informaci n  se  refiere  a  montosá ó  

globales  y  no  contiene  datos  de  operaciones  espec ficas,  limit ndose  aí á  

refundir la informaci n que le es comunicada y a ponerla a disposici n deó ó  

los bancos, es decir; la Comisi n, en este aspecto, se atiene a la informaci nó ó  

que  las  entidades  bancarias  remiten  acerca  de  sus  deudores.  Por 

consiguiente,  se  trata  de  una  materia  para  uso  exclusivo  de  los  bancos 

sometidos a su control y el traspaso de ella hacia las instituciones bancarias 

recae,  por  mandato  legal,  en  la  Comisi n  para  el  Mercado Financiero,ó  

quien lo verifica a trav s del Sistema que administra la recurrida.é

7° Que, as  las cosas, en este intercambio de informaci n financiera laí ó  

recurrida  no  es  m s  que  un  intermediario,  estando  obligadaá  

contractualmente  a  cumplir  con su  funci n,  cual  es,  remitirla  en formaó  

segura, sin que le asista intervenci n alguna en la generaci n de los datos yó ó  

menos a n tiene competencia para determinar qu  informaci n se mantieneú é ó  

o cu l se elimina o modifica.á

Lo anterior se ratifica con el documento consistente en Manual del“  

Sistema de Informaci n , acompa ado por la recurrida, en el cual se dejaó ” ñ  

constancia que el presente manual contiene las instrucciones a las cuales“  
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deben  atenerse  los  bancos  para  la  preparaci n  y  el  env o  a  estaó í  

Superintendencia de la informaci n que se solicita en forma peri dica  oó ó  

permanente a trav s de archivos y formularios . En el mismo documento,é ”  

punto 1.- sobre Transmisi n de archivos por SINACOFI, se agrega losó “  

bancos podr n trasmitir a esta Superintendencia  los archivos de que seá  

trata  utilizando  el  Sistema  Nacional  de  Comunicaciones  Financieras 

(SINACOFI)... ,  a adiendo que Para la  transmisi n deber  utilizarse  el” ñ “ ó á  

procedimiento establecido por SINACOFI. , luego determina el Sistema de”  

Deudores, se alando los c digos y tipo de obligaciones que se deben incluir.ñ ó  

Por consiguiente, el responsable del registro de datos a que se refiere el 

presente  recurso es,  por disposici n legal,  la  Comisi n para el  Mercadoó ó  

Financiero y las propias instituciones bancarias sujetas a su fiscalizaci n.ó

8° Que siendo la recurrida la sociedad SINACOFI S.A.,  es dable 

considerar que la obligaci n legal de poner en conocimiento de los bancosó  

los  datos  referidos  a  obligaciones  impagas  no  recae  sobre  la  recurrida, 

siendo sta  una mera intermediaria  en una relaci n que,  como se  dijo,é ó  

opera entre las instituciones bancarias y el ente fiscalizador. En el mismo 

sentido,  la  facultad  de  eliminar  datos  es  ajena  a  la  competencia  de  la 

recurrida,  ya  que  por  disposici n  de  la  Ley  General  de  Bancos  eló  

tratamiento de tal informaci n recae en otras instituciones. ó

En suma, la recurrida no es la responsable de los registros o bancos 

de datos personales y, por tanto, ninguna responsabilidad puede atribu rseleí  

en el asunto que se reclama, pues su funci n no es otra que hacer posible eló  

intercambio  de  informaci n  que  se  genera  a  partir  de  los  datosó  

suministrados por las instituciones bancarias.

9º Que, sobre la base de lo razonado, puede concluirse, sin necesidad 

de extenderse mayormente en la materia, que en estos autos no concurren 

los presupuestos que permitan el acogimiento de la acci n de cautela deó  

derechos  constitucionales,  ya  que  los  derechos  que  el  recurrente  estima 

vulnerados, no han podido ser afectados por la recurrida, no siendo sta laé  

v a para obtener declaraciones de derechos, sobre todo si se tiene presenteí  

que  actualmente  la  informaci n  de  morosidad que dice  afectarle,  no  seó  
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contiene en el Sistema que administra la recurrida, lo que adem s se tieneá  

del documento de fecha 02 de agosto de 2019, acompa ado por esta y queñ  

contiene  lo  que  se  denomina  Resumen  consolidado  de  morosidad“ ” 

respecto del recurrente, el que se ala que El rut No presenta informaci nñ “ ó  

en el Sistema Consolidado de Morosidad . Documento que resulta conteste”  

con todos aquellos acompa ados por el recurrente, los cuales dan cuenta deñ  

la misma informaci n.ó

Por  estas  consideraciones,  lo  dispuesto  en  el  art culo  20  de  laí  

Constituci n  Pol tica  del  Estado,  y  dem s  disposiciones  citadas,  ó í á SE 

RECHAZA el  recurso  de  protecci n  deducido  en  favor  de  Adolfoó  

Francisco  Barrientos  V squez,  en  contra  de  Sistema  Nacional  deá  

Comunicaci n Financiera S.A., sin costas.ó

Reg strese, comun quese y arch vese en su oportunidad.í í í

Rol Corte N  6528-2019 Protecci n.° ó
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Pronunciado por la Primera Sala de la C.A. de Rancagua integrada por los Ministros (as) Suplentes Natalia Rencoret

O., Jose H. Marinello F. y Abogado Integrante Jose Irazabal H. Rancagua, dieciséis de septiembre de dos mil

diecinueve.

En Rancagua, a dieciséis de septiembre de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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